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Libro	I	
Capítulo	VI	

Del	pacto	social	
	
Supongamos	que	los	hombres	hayan	llegado	a	un	punto	tal,	que	los	obstáculos	que	impiden	su	
conservación	en	el	Estado	natural,	superan	a	las	fuerzas	que	cada	individuo	puede	emplear	para	
mantenerse	en	este	Estado.	En	un	caso	así,	el	Estado	primitivo	no	puede	durar	más	tiempo,	y	el	
género	humano	perecería	si	no	cambia	su	modo	de	existir.		

Mas	como	los	hombres	no	pueden	crear	por	sí	solos	nuevas	fuerzas,	sino	unir	y	dirigir	las	que	ya	
existen,	 sólo	 les	 queda	 un	medio	 para	 conservarse,	 y	 consiste	 en	 formar	 por	 agregación	 una	
suma	de	fuerzas	capaz	de	vencer	la	resistencia,	poner	en	movimiento	estas	fuerzas	por	medio	
de	un	sólo	móvil	y	hacerlas	obrar	convergentemente.	

Esta	suma	de	fuerzas	sólo	puede	nacer	del	concurso	de	muchas	separadas.	Pero	como	la	fuerza	
y	la	libertad	de	cada	individuo	son	los	principales	instrumentos	de	su	conservación,	¿qué	medio	
encontrará	 para	 comprometerlos	 sin	 perjudicarse	 y	 sin	 olvidar	 los	 cuidados	 que	 se	 debe	 a	 sí	
mismo?	 Esta	 dificultad,	 concretándola	 a	 mi	 objeto,	 puede	 expresase	 en	 estos	 términos:	
«Encontrar	una	forma	de	asociación	capaz	de	defender	y	proteger,	con	toda	la	fuerza	común,	la	
persona	y	los	bienes	de	cada	uno	de	los	asociados,	pero	de	modo	tal	que	cada	uno	de	éstos,	en	
unión	con	todos,	sólo	obedezca	a	sí	mismo,	y	quede	tan	libre	como	antes.»	Este	es	el	problema	
fundamental,	cuya	solución	se	encuentra	en	el	Contrato	Social.	

Las	cláusulas	de	este	contrato	están	determinadas	por	la	naturaleza	del	acto	de	tal	suerte,	que	
la	 menor	modificación	 las	 haría	 vanas	 y	 de	 ningún	 efecto,	 de	modo	 que	 aun	 cuando	 quizás	
nunca	 han	 sido	 expresadas	 formalmente,	 en	 todas	 partes	 son	 las	 mismas,	 en	 todas	 están	
tácitamente	 admitidas	 y	 reconocidas,	 hasta	 que,	 por	 la	 violación	 del	 pacto	 social,	 cada	 cual	
recobra	sus	primitivos	derechos	y	su	libertad	natural,	perdiendo	la	libertad	convencional	por	la	
cual	había	renunciado	a	la	primera.	

Todas	estas	cláusulas	bien	entendidas	 se	 reducen	a	una	sola,	a	 saber:	 la	enajenación	 total	de	
cada	 asociado,	 con	 todos	 sus	 derechos,	 a	 favor	 de	 la	 comunidad;	 porque	 en	 primer	 lugar,	
dándose	cada	uno	por	entero,	la	condición	es	la	misma	para	todos;	y	siendo	la	condición	igual	
para	todos,	nadie	tiene	interés	en	hacerla	onerosa	para	los	demás.	

Además	de	esto,	haciendo	cada	cual	la	enajenación	sin	reservas,	la	unión	es	tan	perfecta	como	
puede	serlo,	sin	que	ningún	asociado	tenga	nada	que	reclamar.	Si	quedasen	algunos	derechos	a	
los	 particulares,	 como	 no	 existiría	 ninguna	 instancia	 superior	 común	 que	 pudiese	 sentenciar	
entre	ellos	y	el	público,	al	ser	cada	uno	su	propio	juez	en	algún	punto	bien	pronto	pretendería	
serlo	 en	 todos	 los	 puntos.	 Con	 lo	 cual	 subsistiría	 el	 Estado	 natural	 y	 la	 asociación	 llegaría	
necesariamente	a	ser,	o	bien	tiránica,	o	bien	inútil.	

En	fin,	dándose	cada	individuo	a	todos,	cada	uno	no	se	da	a	nadie	en	particular;	y	como	no	hay	
socio	 alguno	 sobre	 quien	 no	 se	 adquiera	 el	 mismo	 derecho	 que	 uno	 cede,	 se	 gana	 en	 este	
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cambio	el	equivalente	de	todo	 lo	que	se	pierde,	y	una	 fuerza	mayor	para	conservar	 lo	que	se	
tiene.	

Si	quitamos	pues	del	pacto	 social	 lo	que	no	es	de	 su	esencia,	 veremos	que	se	 reduce	a	estos	
términos:	Cada	uno	de	nosotros	pone	en	 común	 su	persona	 y	 todo	 su	poder	bajo	 la	 suprema	
dirección	de	la	voluntad	general;	y	cada	miembro	es	considerado	como	parte	indivisible	del	todo.	

Este	mismo	acto	de	asociación	convierte	al	 instante	 la	persona	particular	de	cada	contratante	
en	un	cuerpo	moral	y	colectivo,	compuesto	de	tantos	miembros	como	voces	tiene	la	asamblea;	
cuyo	cuerpo	recibe	del	mismo	acto	su	unidad,	su	ser	común,	su	vida	y	su	voluntad.	Esta	persona	
pública,	que	se	constituye	como	producto	de	la	unión	de	todas	las	otras,	recibía	antiguamente	
el	nombre	de	Civitas1,	 y	ahora	el	de	República	o	de	Cuerpo	Político,	denominándosela	Estado	
cuando	 es	 pasivo,	 soberano	 cuando	 es	 activo,	 y	 potencia	 cuando	 es	 comparada	 con	 sus	
semejantes.	En	cuanto	a	 los	asociados,	éstos	toman	colectivamente	el	nombre	de	pueblo	y	en	
particular	se	llaman	ciudadanos,	como	partícipes	de	la	autoridad	soberana,	y	súbditos,	por	estar	
sometidos	a	las	leyes	del	Estado.	Pero	estos	términos	se	confunden	a	menudo	y	se	toma	el	uno	
por	el	otro.	Basta	que	sepamos	distinguirlos	cuando	se	usan	en	toda	su	precisión.	

	

	

	

	

	

	

	

	

																																																													
1	El	verdadero	sentido	de	esta	palabra	casi	no	es	conocido	entre	los	modernos,	la	mayor	parte	de	los	cuales	creen	
que	Civitas	no	es	sino	una	ciudad	y	que	un	ciudadano	no	es	más	que	un	vecino	de	ella.	Ignoran	que	las	casas	hacen	
una	ciudad;	pero	que	sólo	los	ciudadanos	constituyen	lo	que	se	llama	Civitas.	El	mismo	error	le	costó	muy	caro	en	
otro	 tiempo	 a	 los	 cartagineses.	 En	 ninguna	parte	 he	 leído	que	 se	 haya	 dado	 el	 título	 de	Cives	 a	 los	 súbditos	 de	
ningún	príncipe,	ni	aun	antiguamente	a	los	mismos	macedonios,	ni	en	nuestros	tiempos	a	los	ingleses,	aunque	más	
cercanos	a	 la	 libertad	que	ningún	otro	pueblo.	 Sólo	 los	 franceses	usan	 familiarmente	del	nombre	de	 ciudadano,	
porque	 no	 tienen	 de	 él	 una	 verdadera	 idea,	 como	 se	 puede	 ver	 en	 sus	 diccionarios;	 pues	 sin	 esto	 caerían,	
usurpándole,	en	el	crimen	de	lesa	majestad.	Este	nombre	explica	entre	ellos	una	virtud,	y	no	un	derecho.	Cuando	
Bodin	quiso	hablar	de	 los	ciudadanos	y	vecinos	de	Ginebra,	cometió	una	equivocación	muy	grave	tomando	a	 los	
unos	por	 los	otros.	No	hizo	 lo	mismo	d'Alembert	en	su	artículo,	titulado	"Ginebra",	antes	distinguió	muy	bien	 las	
cuatro	clases	de	hombres	(y	aun	cinco,	contando	a	los	simples	extranjeros)	que	hay	en	nuestra	ciudad;	de	las	cuales	
sólo	dos	componen	 la	república.	Ningún	otro	autor	 francés,	a	menos	que	yo	sepa,	ha	comprendido	el	verdadero	
sentido	de	la	palabra	ciudadano.	
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Libro	II	
Capítulo	VI	
De	la	ley	

	
Por	medio	del	pacto	social	hemos	dado	existencia	y	vida	al	cuerpo	político.	Ahora	se	 trata	de	
darle	el	movimiento	y	la	voluntad	por	medio	de	la	legislación.	Pues	el	acto	primitivo	por	el	cual	
este	 cuerpo	 se	 forma	 y	 se	 une	 no	 determina	 todavía	 nada	 de	 lo	 que	 debe	 hacer	 para	
conservarse.		

Lo	que	es	bueno	y	conforme	al	orden	lo	es	por	la	naturaleza	de	las	cosas	e	independientemente	
de	las	convenciones	humanas.	Toda	justicia	viene	de	Dios,	él	es	su	único	origen;	pero	si	nosotros	
supiésemos	recibirla	de	tan	alto,	no	tendríamos	necesidad	ni	de	gobierno	ni	de	leyes.	Existe	sin	
duda	una	justicia	universal	emanada	de	la	sola	razón;	pero	esta	justicia	para	que	esté	admitida	
entre	nosotros,	 debe	 ser	 recíproca.	 Considerando	 las	 cosas	humanamente,	 a	 falta	de	 sanción	
natural,	las	leyes	de	la	justicia	son	inútiles	entre	los	hombres;	sólo	producen	el	bien	del	malvado	
y	el	mal	del	justo,	ya	que	el	 justo	las	observa	para	con	todos	sin	que	nadie	las	observe	con	él.	
Luego	es	preciso	que	haya	convenciones	y	leyes	para	unir	los	derechos	a	los	deberes	y	dirigir	la	
justicia	hacia	 su	objeto.	 En	el	 Estado	natural,	 en	que	 todo	es	 común,	nada	debo	a	aquellos	a	
quienes	no	he	prometido	nada	y	sólo	le	reconozco	a	los	demás	lo	que	a	mí	me	es	inútil.	No	así	
en	el	Estado	civil,	en	el	cual	todos	los	derechos	están	determinados	por	la	ley.	

Pero,	en	fin,	¿qué	es	una	 ley?	Mientras	esta	palabra	sólo	se	explique	con	 ideas	metafísicas	se	
continuará	discurriendo	sin	que	nadie	entienda;	y	aunque	se	explique	 lo	que	es	una	 ley	de	 la	
naturaleza,	no	por	esto	se	sabrá	mejor	lo	que	es	una	ley	del	Estado.	

Ya	he	dicho	que	no	había	voluntad	general	 sobre	un	objeto	particular.	En	efecto,	este	objeto	
particular	o	está	en	el	Estado,	o	está	fuera	del	Estado.	Si	está	fuera	del	Estado,	una	voluntad	que	
le	es	extraña	no	es	general	respecto	de	él	y	si	este	objeto	está	en	el	Estado,	se	hace	parte	de	
éste.	Se	forma	entonces	entre	el	todo	y	su	parte	una	relación	que	produce	dos	seres	distintos,	el	
uno	de	los	cuales	es	la	parte,	y	el	otro	el	todo,	menos	esta	misma	parte.	Sin	embargo,	el	todo	
menos	una	parte	no	es	la	totalidad.	Mientras	dure	esta	relación,	ya	no	hay	más	totalidad,	sino	
dos	 partes	 desiguales.	 De	 lo	 que	 se	 sigue	 que	 la	 voluntad	 de	 la	 una	 no	 es	 tampoco	 general	
respecto	de	la	otra.	

Pero	 cuando	 el	 pueblo	 delibera	 sobre	 todo	 el	 pueblo,	 no	 considera	 más	 que	 a	 sí	 mismo.	 Si	
entonces	se	forma	alguna	relación,	es	del	objeto	entero	bajo	un	punto	de	vista,	con	el	objeto	
entero	bajo	otro	punto	de	vista,	 sin	que	haya	alguna	división	de	 la	 totalidad.	En	este	caso,	 la	
materia	sobre	la	que	se	determina	es	tan	general	como	la	voluntad	que	delibera.	Este	acto	es	el	
que	yo	llamo	una	ley.	

Cuando	digo	que	el	objeto	de	las	leyes	siempre	es	general,	quiero	decir	que	la	ley	considera	a	
los	súbditos	como	un	cuerpo	y	a	las	acciones	en	abstracto;	nunca	a	un	hombre	como	individuo	
ni	a	una	acción	en	particular.	Así	es	que	la	ley	puede	determinar	que	haya	privilegios,	pero	no	
concederlos	 señaladamente	 a	 nadie.	 Puede	 dividir	 a	 los	 ciudadanos	 en	muchas	 clases	 y	 aun	
señalar	 las	calidades	que	para	cada	clase	se	necesiten;	pero	no	puede	nombrar	 los	 individuos	
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que	deban	componerlas.	Puede	establecer	un	gobierno	real	y	una	sucesión	hereditaria;	pero	no	
elegir	a	un	rey	ni	nombrar	una	familia	real.	En	una	palabra,	cualquiera	acción	que	se	dirija	a	un	
objeto	individual	no	pertenece	al	poder	legislativo.	

Aceptado	esto,	es	fácil	de	ver	que	ya	no	hay	necesidad	de	preguntar	a	quien	corresponde	hacer	
las	leyes	en	atención	a	que	éstas	son	actos	de	la	voluntad	general;	ni	si	el	príncipe	es	superior	a	
ellas,	sabiendo	que	es	miembro	del	Estado;	ni	si	 la	 ley	puede	ser	 injusta,	puesto	que	nadie	es	
injusto	consigo	mismo;	ni	como	uno	puede	ser	libre	y	sometido	a	las	leyes,	puesto	que	éstas	no	
son	más	que	los	registros	de	nuestra	voluntad.	

De	aquí	se	deduce,	también,	que	siendo	la	ley	universal	tanto	por	parte	de	la	voluntad	como	por	
parte	del	 objeto,	 no	es	 ley	 lo	que	un	hombre	 -sea	quien	 fuere-	manda	por	propia	 autoridad.	
Hasta	aquello	que	manda	el	soberano	sobre	un	objeto	particular,	no	es	una	ley,	sino	un	decreto.	
No	es	un	acto	de	soberanía,	sino	de	magistratura.	

Llamo	 pues	 república	 a	 cualquier	 Estado	 gobernado	 por	 leyes,	 bajo	 cualquiera	 forma	 de	
administración	que	fuere;	pues	sólo	entonces	gobierna	el	interés	público,	y	es	tenida	en	algo	la	
causa	pública.	Todo	gobierno	legítimo	es	republicano2:	más	tarde	explicaré	lo	que	entiendo	por	
gobierno.		

Las	 leyes,	 propiamente	 no,	 son	 más	 que	 las	 condiciones	 de	 la	 asociación	 civil.	 El	 pueblo,	
sometido	a	las	 leyes,	debe	ser	su	autor.	Sólo	a	quienes	se	asocian	corresponde	determinar	las	
condiciones	de	la	asociación.	Pero,	¿de	qué	manera	las	determinarán?	¿Será	de	común	acuerdo,	
por	medio	de	una	súbita	inspiración?	¿Tiene	el	cuerpo	político	algún	órgano	para	expresar	sus	
voluntades?	¿Quién	 le	dará	 la	previsión	necesaria	para	 confeccionar	 las	actas	de	éstas	 y	para	
publicarlas	de	antemano?	O	bien,	¿de	qué	manera	expresará	estas	voluntades	en	el	momento	
en	que	sea	necesario?	¿Cómo	es	posible	que	una	multitud	ciega,	que	a	menudo	no	sabe	ni	 lo	
que	quiere	-porque	raras	veces	conoce	lo	que	le	conviene-	cómo	es	posible,	repito,	que	pueda	
emprender	por	sí	sola	una	empresa	tan	grande,	tan	difícil	como	lo	es	un	sistema	legislativo?	Por	
si	sólo	el	pueblo	quiere	siempre	lo	bueno,	pero	por	si	sólo	no	lo	ve	siempre.	La	voluntad	general	
siempre	es	 recta,	pero	el	 juicio	que	 la	guía	no	siempre	es	 ilustrado.	Es	preciso	hacerle	ver	 los	
objetos	tal	cual	son	y,	algunas	veces,	tal	cual	deben	parecerle;	mostrarle	el	buen	camino	que	
busca,	preservarla	de	la	seducción	de	las	voluntades	particulares,	ponerle	a	la	vista	los	lugares	y	
los	 tiempos,	 equilibrar	 el	 atractivo	 de	 las	 ventajas	 presentes	 y	 sensibles	 con	 el	 peligro	 de	 los	
males	lejanos	y	ocultos.	Los	particulares	ven	el	bien	que	desechan;	el	público	quiere	el	bien	que	
no	 sabe	 ver.	 Todos	 tienen	 igual	necesidad	de	guías.	A	 los	particulares	 se	 les	ha	de	enseñar	 a	
armonizar	su	voluntad	con	su	razón;	al	pueblo	es	preciso	enseñarle	a	conocer	 lo	que	quiere.	
Entonces	 es	 cuando	 de	 los	 conocimientos	 públicos	 resulta	 en	 el	 cuerpo	 social	 la	 unión	 del	
entendimiento	 con	 la	 voluntad.	 De	 aquí	 el	 exacto	 concurso	 de	 las	 partes	 y,	 en	 fin,	 la	mayor	
fuerza	del	todo.	De	aquí	nace	la	necesidad	de	un	legislador.	

																																																													
2	 Por	 esta	 palabra	 no	 entiendo	 tan	 sólo	 una	 aristocracia	 o	 una	 democracia,	 sino	 generalmente	 todo	 gobierno	
guiado	por	la	voluntad	general,	que	es	la	ley.	Para	que	un	gobierno	sea	legítimo,	no	es	necesario	que	se	confunda	
con	el	soberano,	sino	que	sea	ministro	de	éste.	Entonces	 la	misma	monarquía	es	una	república.	Se	verá	esto	con	
claridad	en	el	libro	siguiente.	
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Libro	III	
Capítulo	IV	

De	la	democracia	
	
El	que	hace	la	ley	sabe	mejor	que	nadie	de	qué	manera	se	ha	de	ejecutar	e	interpretar.	Parece	
pues	que	no	se	puede	encontrar	una	constitución	mejor	que	aquella	en	que	el	poder	ejecutivo	
está	unido	al	 legislativo.	Pero	esto	mismo	hace	que	este	gobierno	sea	insuficiente	bajo	ciertos	
aspectos,	porque	las	cosas	que	han	de	estar	separadas	no	lo	están,	y	el	príncipe	y	el	soberano,	
siendo	una	sola	persona,	no	forman,	por	decirlo	así,	más	que	un	gobierno	sin	gobierno.		

No	 conviene	 que	 el	 que	 hace	 las	 leyes,	 las	 ejecute,	 ni	 que	 el	 cuerpo	 del	 pueblo	 distraiga	 su	
atención	de	las	miras	generales	para	fijarla	en	objetos	particulares.	Nada	es	más	peligroso	que	
la	 influencia	 de	 los	 intereses	 particulares	 en	 los	 negocios	 públicos;	 y	 hasta	 el	 abuso	 que	 el	
gobierno	puede	hacer	de	las	leyes	es	un	mal	menor	comparado	con	la	corrupción	del	legislador	
que	es	la	consecuencia	infalible	de	las	miras	particulares.	Alterándose	entonces	el	Estado	en	su	
substancia,	 toda	reforma	 llega	a	ser	 imposible.	Un	pueblo	tan	perfecto	que	no	abusase	 jamás	
del	gobierno,	 tampoco	abusaría	de	 la	 independencia;	un	pueblo	que	siempre	gobernase	bien,	
no	tendría	necesidad	de	ser	gobernado.	

Tomando	 el	 término	 en	 todo	 el	 rigor	 de	 la	 acepción,	 jamás	 ha	 existido	 una	 verdadera	
democracia,	 ni	 es	 posible	 que	 jamás	 exista.	 Es	 contrario	 al	 orden	 natural	 que	 gobierne	 la	
mayoría,	 y	 que	 la	 minoría	 sea	 gobernada.	 No	 se	 puede	 concebir	 que	 esté	 el	 pueblo	
continuamente	reunido	para	dedicarse	a	los	negocios	públicos,	y	se	ve	fácilmente	que	no	puede	
delegar	tal	función	en	comisiones	sin	variar	la	forma	de	la	administración.	

En	efecto,	creo	poder	asentar	el	principio	de	que,	cuando	las	diferentes	funciones	del	gobierno	
están	divididas	entre	muchos	tribunales,	los	menos	numerosos	adquieren	tarde	o	temprano	la	
mayor	 autoridad,	 aunque	más	 no	 sea	 por	 la	 razón	 de	 la	mayor	 facilidad	 para	 despachar	 los	
negocios.		

Por	 otra	 parte,	 ¡cuántas	 cosas,	 todas	 difíciles	 de	 reunir,	 no	 supone	 este	 gobierno!	
Primeramente,	 un	 Estado	muy	 pequeño,	 para	 que	 se	 pueda	 juntar	 el	 pueblo	 sin	 dificultad,	 y	
cada	 ciudadano	 pueda	 conocer	 fácilmente	 a	 los	 demás.	 En	 segundo	 lugar,	 una	 sencillez	 de	
costumbres	muy	grande,	a	 fin	de	evitar	 la	multitud	de	cuestiones	y	 las	discusiones	espinosas.	
Después,	mucha	igualdad	en	los	rangos	y	en	las	fortunas,	pues	sin	esto	no	puede	subsistir	por	
largo	 tiempo	 la	 igualdad	 en	 los	 derechos	 ni	 en	 la	 autoridad.	 Finalmente,	 poco	 o	 ningún	 lujo,	
porque	el	 lujo	o	es	efecto	de	las	riquezas,	o	 las	hace	necesarias;	corrompe	a	 la	vez	al	rico	y	al	
pobre,	al	uno	por	la	posesión,	al	otro	por	la	codicia;	entrega	la	patria	a	la	molicie	y	a	la	vanidad,	
y	arrebata	al	Estado	todos	sus	ciudadanos	para	esclavizarlos,	sometiendo	a	los	unos	al	yugo	de	
los	otros,	y	todos	al	de	la	opinión.	

Por	esta	razón	un	célebre	autor	ha	designado	a	la	virtud	como	principio	de	toda	república,	pues	
sin	ella	no	pueden	subsistir	todas	estas	condiciones.	Pero,	por	no	haber	hecho	las	distinciones	
necesarias,	este	hombre	de	talento	ha	escrito	a	menudo	sin	exactitud,	y	a	veces	sin	claridad,	y	
no	ha	 visto	que	 siendo	 la	 autoridad	 soberana	en	 todas	partes	 la	misma,	debe	 regir	 el	mismo	
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principio	en	todo	Estado	bien	constituido;	si	bien	es	cierto	que	con	mayor	o	menor	extensión	
según	fuere	la	forma	del	gobierno.	

Añádase	 a	 esto	 que	 no	 hay	 gobierno	 tan	 expuesto	 a	 las	 guerras	 civiles	 y	 a	 las	 agitaciones	
interiores	como	el	democrático	o	popular,	porque	no	hay	ninguno	que	tienda	con	tanto	ímpetu	
y	con	tanta	frecuencia	a	cambiar	de	forma,	ni	que	exija	más	vigilancia	y	valor	para	sostenerse.	
Bajo	 esta	 constitución	 es	 donde	 el	 ciudadano	 debe	 armarse	 de	mayor	 fuerza	 y	 constancia,	 y	
repetir	todos	los	días	de	su	vida	en	el	fondo	de	su	corazón	lo	que	decía	un	virtuoso	palatino3	en	
la	dieta	de	Polonia:	Malo	periculosam	libertatem	quam	quietum	servitium.	

Si	 existiese	 un	pueblo	 de	dioses,	 sin	 duda	 se	 gobernaría	 democráticamente.	Un	 gobierno	 tan	
perfecto	no	conviene	a	los	hombres.	

	

	 	

																																																													
3	El	palatino	de	Posnania,	padre	del	rey	de	Polonia,	duque	de	Lorena.	
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Libro	III	
Capítulo	I	

Del	gobierno	en	general	
	
Advierto	al	 lector	que	este	capítulo	debe	leerse	con	reflexión,	y	que	no	conozco	el	arte	de	ser	
claro	para	los	que	no	quieren	estar	atentos.	

En	 toda	 acción	 libre	 hay	 dos	 causas,	 que	 concurren	 a	 producirla:	 la	 una	 moral,	 a	 saber,	 la	
voluntad	que	determina	el	acto;	la	otra	física,	a	saber,	el	poder	que	lo	ejecuta.	Cuando	voy	hacia	
un	objeto,	 se	necesita	en	primer	 lugar	que	 yo	quiera	 ir;	 y	 en	 segundo	 lugar	que	mis	pies	me	
lleven	a	él.	Tanto	si	un	paralítico	quiere	correr,	como	si	un	hombre	ágil	no	lo	quiere,	los	dos	se	
quedarán	en	la	misma	situación.	El	cuerpo	político	tiene	los	mismos	móviles:	se	distinguen	en	él	
la	 fuerza	y	 la	 voluntad.	 La	voluntad	con	el	nombre	de	Poder	 Legislativo,	 y	 la	 fuerza	 con	el	de	
Poder	Ejecutivo.	Nada	se	hace	o	nada	debe	hacerse	sin	el	concurso	de	ambos.		

Hemos	 visto	 ya	 que	 el	 poder	 legislativo	 pertenece	 al	 pueblo	 y	 que	 a	 nadie	 más	 puede	
pertenecer.	Fácil	es	conocer	siguiendo	los	principios	hasta	aquí	establecidos,	que,	al	contrario,	
el	poder	ejecutivo	no	puede	pertenecer	a	 la	generalidad	como	legisladora	o	soberana,	porque	
este	poder	sólo	consiste	en	actos	particulares	que	no	pertenecen	a	la	ley	ni	por	consiguiente	al	
soberano,	cuyos	actos	no	pueden	ser	sino	leyes.	

Luego	 es	 preciso	 dar	 a	 la	 fuerza	 pública	 un	 agente	 que	 la	 reúna	 y	 la	 haga	 obrar	 según	 las	
direcciones	de	 la	voluntad	general,	que	 sirva	de	órgano	de	comunicación	entre	el	Estado	y	el	
soberano,	 y	 que	desempeñe	en	 cierto	modo	en	 la	persona	pública	 el	mismo	papel	 que	en	el	
hombre	 la	 unión	 del	 alma	 con	 el	 cuerpo.	 Esta	 es	 la	 razón	 del	 gobierno	 en	 el	 Estado,	
incorrectamente	confundido	hasta	ahora	con	el	soberano	de	quien	no	es	más	que	el	ministro.	

¿Qué	se	entiende	pues	por	gobierno?	Un	cuerpo	intermedio	establecido	entre	los	súbditos	y	el	
soberano	 para	 su	 mutua	 correspondencia,	 encargado	 de	 la	 ejecución	 de	 las	 leyes	 y	 de	 la	
conservación	de	la	libertad,	tanto	civil	como	política.	

Los	miembros	de	este	cuerpo	se	llaman	magistrados	o	reyes,	esto	es,	gobernantes;	y	el	cuerpo	
entero	lleva	el	nombre	de	príncipe4.	Así	es	que	tienen	muchísima	razón	los	que	pretenden	que	
el	acto	por	el	cual	un	pueblo	se	somete	a	algunos	jefes	no	es	un	contrato.	En	efecto,	no	es	más	
que	una	comisión	o	un	empleo,	en	cuyo	desempeño,	simples	funcionarios	del	cuerpo	soberano	
ejercen	en	su	nombre	el	poder	que	éste	ha	depositado	en	ellos;	un	poder	el	que	puede	limitar,	
modificar	y	asumir	siempre	que	le	dé	la	gana.	La	enajenación	de	este	derecho	es	incompatible	
con	la	naturaleza	del	cuerpo	social	y	contraria	al	fin	de	la	asociación.	

Llamo,	 pues,	 gobierno	 o	 administración	 suprema	 al	 legítimo	 ejercicio	 del	 poder	 ejecutivo,	 y	
príncipe	o	magistrado	al	hombre	o	cuerpo	encargado	de	esta	administración.	

																																																													
4	Por	esto	en	Venecia	se	daba	el	nombre	de	Príncipe	Serenísimo	al	Colegio,	aunque	el	dux	no	asistiera	a	él.	
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En	el	gobierno	es	donde	se	encuentran	 las	fuerzas	 intermedias,	cuyas	relaciones	componen	la	
del	todo	al	todo,	o	del	soberano	con	el	Estado.	Esta	última	relación	puede	representarse	por	la	
de	 los	 extremos	 de	 una	 proporción	 continua,	 cuyo	 medio	 proporcional	 es	 el	 gobierno.	 Este	
recibe	del	cuerpo	soberano	las	órdenes	que	transmite	al	pueblo	y,	para	que	el	Estado	mantenga	
un	 buen	 equilibrio,	 es	 necesario	 que	 compensado	 todo,	 haya	 igualdad	 entre	 el	 poder	 del	
gobierno	considerado	en	 sí	mismo,	y	el	poder	de	 los	 ciudadanos,	que	 son	 soberanos	por	una	
parte	y	súbditos	por	otra.	

Además	 de	 esto,	 no	 se	 puede	 alterar	 ninguno	 de	 los	 tres	 términos	 sin	 romper	 al	 instante	 la	
proporción	 Si	 el	 soberano	 quiere	 gobernar,	 o	 si	 el	 magistrado	 quiere	 dictar	 leyes,	 o	 si	 los	
súbditos	rehúsan	la	obediencia;	el	desorden	sucede	al	orden,	la	fuerza	y	la	voluntad	ya	no	obran	
de	acuerdo,	y	disuelto	de	este	modo	el	Estado,	se	cae	en	el	despotismo	o	en	la	anarquía.	En	fin,	
de	la	misma	manera	en	que	sólo	hay	un	medio	proporcional	entre	cada	relación,	tampoco	hay	
más	 que	 un	 buen	 gobierno	 posible	 en	 cada	 Estado.	 Pero	 como	mil	 acontecimientos	 pueden	
hacer	variar	las	relaciones	de	un	pueblo,	no	sólo	diferentes	gobiernos	pueden	ser	buenos	para	
diversos	pueblos,	sino	también	para	el	mismo	pueblo	en	tiempos	distintos.	

Para	 dar	 una	 idea	 de	 las	 diferentes	 relaciones	 que	 pueden	 existir	 entre	 estos	 dos	 extremos,	
tomaré	por	ejemplo	el	número	del	pueblo,	como	la	relación	más	fácil	de	explicar.	

Supongamos	que	el	 Estado	 se	 componga	de	diez	mil	 ciudadanos.	 El	 soberano	 tan	 sólo	puede	
considerarse	 colectivamente	 y	 en	 un	 cuerpo;	 pero	 cada	 particular,	 en	 calidad	 de	 súbdito,	 es	
considerado	 como	 individuo.	 Así,	 pues,	 el	 soberano	 es	 al	 súbdito	 como	diez	mil	 es	 a	 uno;	 es	
decir,	que	cada	miembro	del	Estado	sólo	tiene	la	diez-milésima	parte	de	la	autoridad	soberana,	
mientras	 que	 por	 su	 parte	 está	 enteramente	 sometido	 a	 esta.	 Imaginemos	 que	 el	 pueblo	 se	
componga	 de	 cien	 mil	 hombres;	 el	 Estado	 de	 los	 súbditos	 no	 Cambia,	 y	 cada	 uno	 está	
igualmente	 sujeto	 a	 todo	 el	 imperio	 de	 las	 leyes,	mientras	 que	 su	 voto	 reducido	 a	 una	 cien-
milésima	 parte	 tiene	 diez	 veces	menos	 influencia	 en	 la	 redacción	 de	 aquellas.	 En	 este	 caso,	
siendo	siempre	el	 súbdito	uno,	 la	 relación	del	 soberano	aumenta	en	razón	del	número	de	 los	
ciudadanos.	 De	 lo	 que	 se	 sigue	 que	 cuanto	 más	 crece	 en	 población	 el	 Estado,	 tanto	 más	
disminuye	la	libertad.	

Cuando	digo	que	 la	 relación	aumenta,	 entiendo	que	 se	 aleja	de	 la	 igualdad.	Así	 pues,	 cuanto	
mayor	es	la	relación	en	la	acepción	geométrica,	menor	es	en	la	acepción	común:	en	la	primera,	
la	 relación,	 considerada	 según	 la	 cantidad,	 se	 mide	 por	 el	 exponente;	 y	 en	 la	 segunda,	
considerada	según	la	identidad,	se	estima	por	la	similitud.	

Consecuentemente,	cuanto	menor	es	la	relación	de	las	voluntades	particulares	con	la	voluntad	
general,	esto	es,	con	las	costumbres	y	las	leyes,	tanto	mayor	debe	ser	la	fuerza	represiva.	Por	lo	
tanto,	 el	 gobierno	 para	 ser	 bueno	 debe	 ser	 proporcionalmente	más	 fuerte	 a	 medida	 que	 el	
pueblo	es	más	numeroso.	

Por	 otra	 parte,	 ofreciendo	 el	 engrandecimiento	 del	 Estado	 a	 los	 depositarios	 de	 la	 autoridad	
pública	más	tentaciones	y	más	medios	para	abusar	de	su	poder,	cuanto	más	fuerte	debe	ser	el	
gobierno	para	contener	al	pueblo,	tanto	más	lo	debe	ser	a	su	vez	el	soberano	para	contener	al	
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gobierno.	No	hablo	aquí	de	una	fuerza	absoluta,	sino	de	la	fuerza	relativa	de	las	diversas	partes	
del	Estado.	

De	esta	doble	 relación	se	sigue	que	 la	proporción	continua	entre	el	 soberano,	el	príncipe	y	el	
pueblo,	no	es	una	idea	arbitraria,	sino	una	consecuencia	necesaria	de	la	naturaleza	del	cuerpo	
político.	 Síguese	 también	que	 como	uno	de	 los	 extremos	—	a	 saber:	 el	 pueblo	 en	 calidad	de	
súbdito	—	 está	 fijo	 y	 representado	 por	 la	 unidad,	 en	 cuanto	 la	 razón	 compuesta	 aumente	 o	
disminuya,	también	aumentará	o	disminuirá	la	razón	simple,	y	por	lo	tanto	cambiará	el	término	
medio.	Lo	que	demuestra	que	no	hay	una	constitución	de	gobierno	única	y	absoluta,	sino	que	
puede	 haber	 tantos	 gobiernos	 de	 diferente	 naturaleza,	 como	 Estados	 haya	 de	 diferente	
magnitud.	

Sí,	poniendo	este	sistema	en	ridículo,	se	me	dijese	que,	para	encontrar	este	medio	proporcional	
y	formar	el	cuerpo	del	gobierno,	sólo	se	necesita,	según	lo	que	he	dicho,	sacar	la	raíz	cuadrada	
del	 número	del	 pueblo,	 contestaría	 que	 sólo	he	puesto	 aquí	 este	número	 como	ejemplo.	 Las	
relaciones	de	que	hablo	no	se	miden	tan	sólo	por	el	número	de	hombres,	sino	en	general	por	la	
cantidad	de	acción,	 la	cual	se	combina	por	medio	de	una	multitud	de	causas.	Por	 lo	demás,	si	
para	explicarme	en	menos	palabras	me	valgo	de	términos	de	geometría,	no	por	eso	ignoro	que	
la	exactitud	geométrica	no	se	aplica	a	las	cantidades	morales.	

El	 gobierno	 es	 en	 pequeño	 lo	 que	 el	 cuerpo	 político,	 dentro	 del	 cual	 está	 contenido,	 es	 en	
grande.	 Es	 una	 persona	moral	 dotada	 de	 ciertas	 facultades,	 activa	 como	 el	 soberano,	 pasiva	
como	el	Estado,	y	que	se	puede	descomponer	en	otras	relaciones	semejantes.	De	donde	nace,	
por	consiguiente,	una	nueva	proporción,	y	aun	otra	dentro	de	esta	última,	según	el	orden	de	los	
tribunales,	hasta	que	se	llega	a	un	término	medio	indivisible,	esto	es:	a	un	sólo	jefe	o	magistrado	
supremo,	que	puede	ser	representado,	en	medio	de	esta	progresión,	como	 la	unidad	entre	 la	
serie	de	las	fracciones	y	la	de	los	números.	

Sin	embrollarnos	en	esta	multiplicación	de	términos,	contentémonos	con	considerar	al	gobierno	
como	un	nuevo	cuerpo	del	Estado,	distinto	del	pueblo	y	del	soberano,	e	intermedio	entre	el	uno	
y	el	otro.	

Entre	estos	dos	cuerpos	 la	esencial	diferencia	 se	halla	en	que	el	Estado	existe	por	 sí	 sólo	y	el	
gobierno	no	existe	sino	por	el	soberano.	Así	es	que	la	voluntad	dominante	del	príncipe	no	es,	o	
no	 debe	 ser,	 más	 que	 la	 voluntad	 general	 o	 la	 ley;	 su	 fuerza	 es	 tan	 sólo	 la	 fuerza	 pública	
concentrada	en	él.	Tan	pronto	como	quiera	obrar	absoluta	e	 independientemente,	 la	 relación	
del	 todo	 empieza	 a	 debilitarse.	 Si	 por	 último	 llegase	 a	 suceder	 que	 el	 príncipe	 tuviese	 una	
voluntad	particular	más	activa	que	la	del	soberano,	y	que	para	seguir	esta	voluntad	particular,	
se	valiese	de	la	fuerza	pública	que	está	a	sus	órdenes,	de	modo	que	hubiese,	por	decirlo	así,	dos	
soberanos,	el	uno	de	derecho	y	el	otro	de	hecho;	se	desvanecería	al	 instante	 la	unión	social	y	
quedaría	disuelto	el	cuerpo	político.	

Sin	embargo,	para	que	el	cuerpo	del	gobierno	tenga	una	existencia,	una	vida	real	que	le	distinga	
del	cuerpo	del	Estado;	para	que	todos	sus	miembros	puedan	obrar	de	acuerdo	y	responder	al	
objeto	para	el	 cual	ha	 sido	 instituido,	es	preciso	que	 tenga	un	 ser	particular,	una	 sensibilidad	
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común	a	sus	miembros,	una	fuerza,	una	voluntad	propia	cuyo	objeto	sea	su	conservación.	Esta	
existencia	particular	supone	asambleas,	consejos,	facultad	de	deliberar	y	de	resolver,	derechos,	
títulos,	 privilegios	 que	 pertenezcan	 exclusivamente	 al	 príncipe	 y	 que	 hagan	 la	 condición	 del	
magistrado	más	honrosa	en	forma	proporcional	al	trabajo	que	su	puesto	le	acarrea.	La	dificultad	
consiste	en	la	manera	de	ordenar,	dentro	del	todo,	este	todo	subalterno,	de	modo	que	no	altere	
la	constitución	general	al	afirmar	la	suya;	que	siempre	distinga	su	fuerza	particular	destinada	a	
su	propia	conservación,	de	 la	fuerza	pública	destinada	a	 la	conservación	del	Estado;	y	que,	en	
una	 palabra,	 esté	 siempre	 dispuesto	 a	 sacrificar	 el	 gobierno	 al	 pueblo,	 y	 no	 el	 pueblo	 al	
gobierno.	

Por	otra	parte,	si	bien	es	cierto	que	el	cuerpo	artificial	del	gobierno	es	 la	obra	de	otro	cuerpo	
artificial	 y	 que	 no	 tiene	 en	 cierto	 modo	más	 que	 una	 vida	 prestada	 y	 subordinada,	 esto	 no	
impide	que	pueda	obrar	con	mayor	o	menor	vigor	o	celeridad,	y	disfrutar,	por	decirlo	así,	de	una	
salud	más	o	menos	 robusta.	 En	 fin,	 sin	 alejarse	directamente	del	 fin	de	 su	 institución,	 puede	
separarse	de	él	más	o	menos,	según	el	modo	con	que	esté	constituido.		

De	 todas	 estas	 diferencias	 nacen	 las	 diversas	 relaciones	 que	 el	 gobierno	 debe	 tener	 con	 el	
cuerpo	del	Estado,	 según	 las	 relaciones	accidentales	y	particulares	que	modifican	este	mismo	
Estado.	 Pues	 a	 veces	 el	 mejor	 gobierno	 llegará	 a	 ser	 el	 más	 vicioso,	 si	 sus	 relaciones	 no	 se	
alteran	según	los	defectos	del	cuerpo	político	al	cual	pertenece.	

	


